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Todo estado tiene el interés legítimo justificado en su poder punitivo, de 
hacer frente al delito, esta facultad es plagiada a la sociedad, para la 
construcción de una justicia penal pública, que evite la solución de los 
problemas de la sociedad en manos de los mismos.  
 
Por tal razón siempre y cuando se ajuste a los mandatos legales todo estado 
está autorizado para hacer frente y combatir el fenómeno delictivo, para tal 
efecto es necesario el diseño de estrategias legislativas, administrativas, 
judiciales y policivas que coadyuven a la materialización de esta finalidad, 
esta aglomeración normativa es denominada política criminal, la cual es la 
postura de un estado en lo que respecta a la contención del fenómeno 
delictivo, y la cual tiene diversas formas de manifestarse.  
 
Una vez trazada la política criminal de cualquier estado, es importante que se 
aplique un proceso de selectividad, el cual actúa en forma de filtro, destinado 
a realizar una valoración de la procedencia de la acción penal,  es decir 
determinar en qué casos específicos es menester una intervención del 
estado para la resolución de determinado conflicto jurídico de naturaleza 
penal, este principio de selectivas y necesidad en el ordenamiento jurídico 
colombiano fue posible con la llegada del sistema penal oral acusatorio 
mediante la implementación del principio de oportunidad, el cual representa 
la excepcionalidad del estado en manos del ente acusador para renunciar al 
ejercicio de la acción penal, motivados por los mandatos de la política 
criminal diseñada por el legislativo pero interpretada por el ente acusador, es 
decir la fiscalía general de la nación.  
 
Este principio de priorización de la acción penal, no es ajeno al derecho 
procesal penal ordinario, puesto es impensable que se logre resolver la 
totalidad de los pragmas conflictivos que necesitan la intervención de la 
justicia, para  solucionarse, por tal razón el principio de oportunidad emerge 
como una herramienta jurídica, destinada a evaluar y analizar la procedencia 
de la acción penal, de manera que exista proporcionalidad entre el desgaste 
de la justicia, el reproche jurídico, la necesidad de la pena y el daño causado 
en la sociedad por el posible beneficiario del mismo.  
 
A tal efecto se reserva la exclusividad de la justicia, únicamente para los 
delitos, que ameriten la misma, siendo la intervención judicial, la excepción y 
la aplicabilidad del citado principio, la regla general. 
 
A tal efecto este principio desplaza el obsoleto principio de obligatoriedad de 
la acción penal, colocando en su reemplazo filtros que deciden que causas 
criminales necesitan de acudir a juicio y en cuales es viable solucionarlos 
prejudicialmente, a pesar de haber sido diseñado como la regla a aplicar 
para la solución de problemas jurídicos, siendo la práctica litigiosa la 
excepción, el principio ha caído en desuso producto de la carencia de 
voluntad para impulsar el mismo, generando diversos problemas a la justicia.  
 
Uno de estos problemas, es la enorme congestión y posterior colapso del 
aparato judicial en materia penal, el cual se encuentra actualmente 
estancado, atrancado producto de la insuficiencia de la rama para atender la 
totalidad de los asuntos, que se someten a su consideración, diversos 
factores han ocasionado el colapso de la rama judicial dentro de los cuales 
destacan la ausencia de actitud y negligencia de los funcionarios judiciales y 
las partes para impulsar los procesos, la falta de recursos de la misma y la 
necesidad de juzgados y fiscalías para contener la necesidad de funcionarios 
judiciales, y finalmente el atiborramiento de los estrados judiciales por causas 
innecesarias que pudieron haberse resuelto de manera previa mediante una 
terminación anormal del proceso.  
 
El proceder desorganizado de los funcionarios fiscales y judiciales, han 
permitido que se colapse el aparato judicial, convirtiéndose el citado principio 
en una herramienta sin utilización y sin utilidad real para los fines para los 
cuales fue creada. Por tal razón es necesario que se evaluara las causales 
que impiden que el principio se aplique con la totalidad de su esplendor que 
logre los fines para los cuales fue impuesto, coadyuve a la descongestión del 
aparato judicial y a la materialización de la necesidad de las distintas 
causales que motivan su existencia.   
 
Por tal razón es necesario la creación o reforzamiento de estímulos 
suficientes que coarten a los funcionarios judiciales y a las partes a analizar 
la aplicabilidad del principio de oportunidad, para evitar el traspaso de causas 
inútiles hacia la justicia. 
 
Por tal razón la presente tesis se propuso como objetivo, Examinar las 
consecuencias de la inaplicabilidad del principio de oportunidad en 















CAPÍTULO 1  
GENERALIDADES DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN EL 
ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO 
 
El presente capítulo resalta la importancia del principio de oportunidad como 
un instituto jurídico destinado a la descongestión judicial,  humanización del 
tratamiento judicial y racionalización del ejercicio de la acción penal, el cual 
otorga facultades al ente acusador reglamentadas por el principio de 
legalidad  que le permiten suspender y renunciar  al ejercicio de la acción 
penal, es importante destacar que el citado principio guarda una especial 
relación con la política pública especialmente la política criminal del estado, 
en el entendido que solamente los parámetros de la misma son los que 
autorizan la aplicabilidad del principio de oportunidad en un caso concreto, 
por tal razón el presente capítulo 1 examinara primera la importancia de la 
política criminal en el interior del estado y ordenamiento jurídico colombiano, 
destacando su finalidad y objetivos y su relación con el principio de 
oportunidad.  
 
Seguidamente se analizará el concepto de principio de oportunidad 
destacando sus elementos, finalidades, objetivos, causales, prohibiciones, la 
participación de las víctimas en el mismo, su relación con el principio de 
legalidad, para determinar la importancia de este instituto en el interior del 
ordenamiento jurídico colombiano en el cual fue instituido como la regla a 













1.1. POLÍTICA PÚBLICA CRIMINAL INSPIRACIÓN DE APLICACIÓN DEL 
PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD  
 
Uno de los elementos más importantes de la política pública, en cualquier 
estado y ordenamiento jurídico es la política criminal, la cual representa la 
reacción natural del estado y el ordenamiento jurídico hacia el delito, en el 
entendido que todo delito posee un elemento de Lesividad, es decir la 
capacidad de afectar y lesionar bienes jurídicos ligados a derechos 
fundamentales de distintos ciudadanos y del estado mismo, por tal razón el 
ius puniendi emerge como un derecho y facultad estatal de hacer frente al 
fenómeno delictivo, sea mediante la creación de leyes y estrategias para 
identificar y sancionar las conductas consideradas punibles o mediante el 
despliegue de sus autoridades para materializar el anterior objetivo, a tal 
efecto se puede interpretar que la política criminal, es un elemento o rama de 
la política pública expresión del ius puniendi.  
 
Por tal razón al ser el estado el representante de una sociedad en un 
territorio especifico, es importante establecer que la tutela de los bienes 
jurídicos regados en los distintos elementos de la sociedad, son una 
obligación suya, por tal razón la política criminal, mediante la lucha en contra 
del fenómeno delictivo, procura materializar una justicia criminal destinada a 
lograr la convivencia y protección de los ciudadanos, sin embargo esta lucha 
no puede ser ejercida a cualquier costo o con base en cualquier medio, sino 
que debe de ser compatible con los principios que fundan un estado social 
de derecho. Tal como lo expone la Dra. cristina Montalvo en su testo de la 
siguiente manera “Entonces, el Derecho Penal en un Estado democrático 
solo tiene justificación como la última ratio que se ponga en actividad para 
garantizar la pacífica convivencia de los asociados, por lo cual la utilidad de 
la pena, de manera ineluctable, supone su necesidad social; o sea que, en 
caso contrario, la pena sería inútil y, en consecuencia, imponerla deviene en 
notoria injusticia” (Montalvo Velásquez, 2012)  por tal razón es importante la 
racionalización de la política criminal del estado expresión del ius puniendi.  
 
Es importante establecer como lo indica la autora, que la política criminal, no 
puede ser una piedra o rueda suelta del interior de un ordenamiento jurídico, 
con notoria agresividad sino que la misma debe de adaptarse a los principios 
y axiología que fundan un estado social de derecho, por tal razón el derecho 
penal debe de ser la última opción en el momento de resolver un problema 
jurídico sea en su creación o en la práctica y aplicabilidad del mismo, y estas 
limitaciones deben de estar presentes en el momento de crear, diseñar o 
materializar la política criminal del estado colombiano.  
Lo anterior es plasmado en la sentencia de radicado 226 del año 2002, de la 
siguiente manera “El Legislador tiene un amplio margen de apreciación y una 
libertad de configuración para determinar el contenido concreto del derecho 
penal, en desarrollo de la política criminal del Estado, pero también que 
dichas decisiones legislativas deben sujetarse a los principios establecidos 
por la Constitución. Esto explica por qué el control que el juez constitucional 
ejerce sobre esas definiciones legislativas es un control de límites, a fin de 
que el Legislador permanezca en la órbita de discrecionalidad que la Carta le 
reconoce, esto es, que no incurra en desbordamientos punitivos, pero que 
tampoco desproteja aquellos bienes jurídicos que por su extraordinario valor, 
la Constitución excepcionalmente haya ordenado una obligatoria protección 
penal” (corte constitucional, 2002. Pág. 45) a tal efecto la política criminal 
tiene límites en los mandatos constitucionales que determinan la esencia del 
estado colombiano.  
 
Jurisprudencialmente la política criminal es definida mediante la corte 
constitucional colombiana, en providencia de radicado  C – 646 del año 2001, 
exponiendo lo siguiente “Es ésta el conjunto de respuestas que un Estado 
estima necesario adoptar para hacerle frente a conductas consideradas 
reprochables o causantes de perjuicio social con el fin de garantizar la 
protección de los intereses esenciales del Estado y de los derechos de los 
residentes en el territorio bajo su jurisdicción. Dicho conjunto de respuestas 
puede ser de la más variada índole” (corte constitucional, 2001. Pág. 65)  
 
se puede establecer revisando la citada jurisprudencia, que el estado tiene 
todo el derecho y autorización del ordenamiento jurídico para mediar los 
conflictos que surgen entre los ciudadanos, mediante la figura de la justicia, 
en materia el estado desplaza el interés particular, por tal razón la política 
criminal es una expresión exclusiva del derecho público, puesto es deber del 
estado resolver el pragma conflictivo que surge producto de una agresión al 
sistema jurídico mediante una conducta antijurídica de un particular agresor.  
 
La política criminal tiene diversas formas de expresarse, manifestarse y 
materializarse, dentro de las cuales destacan, la promulgación de leyes, la 
creación de delitos, la designación de presupuestos, la formación de 
entidades, el fortalecimiento logístico de las autoridades, la creación de 
estrategias, todos con el objetivo de hacer frente al fenómeno criminal, tal 
como lo explica la sentencia de radicado C – 936 del año 2010 expedida por 
la misma corporación, indicando lo siguiente “La noción de política criminal 
ha sido definida por la Corte, como el conjunto de respuestas que un Estado 
estima necesario adoptar para hacerle frente a conductas consideradas 
reprochables o causantes de perjuicio social con el fin de garantizar la 
protección de los intereses esenciales del Estado y de los derechos de los 
residentes en el territorio bajo su jurisdicción. La jurisprudencia constitucional 
ha reconocido así mismo que la política criminal puede ser articulada por el 
Legislador a través de la expedición de normas. En este sentido indicó que: 
la legislación penal es manifestación concreta de la política criminal del 
Estado, y que la decisión política que determina los objetivos del sistema 
penal y la adecuada aplicación de los medios legales para luchar contra el 
crimen y alcanzar los mejores resultados, se plasma en el texto de la ley 
penal. Así mismo, se precisó que la norma penal, una vez promulgada, se 
independiza de la decisión política que le da origen, conservando la finalidad 
buscada por su redactor en el elemento teleológico de la norma” (corte 
constitucional, 2010. Pág. 75) es evidente que la política criminal está 
sometida al principio de legalidad, por tal razón cualquier estrategia legal, 
legitima y lisita es admisible por parte del estado para desplegar su lusa en 
contra del delito.  
 
La misma providencia nos aclara cuales son las iniciativas que pueden ser 
consideradas o se encuentran motivadas por la Política criminal, Exponiendo 
lo siguiente “Entre las distintas medidas normativas que, de conformidad con 
la jurisprudencia constitucional, forman parte del concepto de política 
criminal, se encuentran: (a) las que definen los bienes jurídicos que se busca 
proteger por medio de las normas penales, a través de la tipificación de 
conductas delictivas, (b) las que establecen los regímenes sancionatorios y 
los procedimientos necesarios para proteger tales bienes jurídicos, (c) las 
que señalan criterios para aumentar la eficiencia de la administración de 
justicia, (d) las que consagran los mecanismos para la protección de las 
personas que intervienen en los procesos penales, (e) las que regulan la 
detención preventiva, o (f) las que señalan los términos de prescripción de la 
acción penal”  (corte constitucional, 2010. Pág. 80) por tal razón se debe 
señalar que la política criminal de un Estado, cubre la totalidad absoluta de 
los procedimientos e iniciativas que engloban tratamiento al delito y tiene 
diversas formas de manifestarse.  
 
La política criminal del estado colombiano, posee una competencia 
compartida, en el entendido que cruza o atraviesa por dos fases para su 
materialización, la fase de creación ejercida por el legislativo y la fase de 
impulso ejercida por el ente acusador u órgano de persecución penal, es 
decir la fiscalía general de la nación, la primera fase compone la 
identificación legislativa de las conductas humanas que poseen elementos de 
dañosidad o Lesividad, destinadas a inspirar la creación de tipos penales o 
delitos, la siguiente fase es el uso de la norma para identificar las conductas 
humanas y sociales, que se ajustan a los elementos del tipo penal, para su 
posterior judicialización, esta fase es ejercida por el ente acusador y los 
órganos de persecución penal o policía judicial, al servicio del anterior, sin 
embargo es importante establecer que el ente acusador es el encargado de 
impulsar la política criminal del estado y es su deber ejercer esta titularidad 
de la acción penal. 
 
Respecto a la competencia en materia de política criminal, la  sentencia de 
radicado C – 742 del año 2012, expedida por la corte constitucional, indica lo 
siguiente “En ejercicio de la potestad de configuración normativa, el 
legislador puede entonces adoptar diversas decisiones, como las de 
criminalizar o despenalizar conductas, atenuar, agravar, minimizar o 
maximizar sanciones, regular las etapas propias del procedimiento penal, 
reconocer o negar beneficios procesales, establecer o no la procedencia de 
recursos, designar las formas de vinculación, regular las condiciones de 
acceso al trámite judicial de los distintos sujetos procesales, entre otros, 
siempre y cuando con ello no comprometa la integridad de los valores, 
principios y derechos establecidos por la Constitución” (corte constitucional, 
2012. Pág. 77) demostrando la providencia, que la responsabilidad sobre la 
creación de tipos penales es exclusividad del legislador, tomando siempre 
como límite los designios constitucionales.  
 
Por otro lado, el impulso de la política criminal, materializada mediante la 
titularidad de la acción penal, es facultad exclusiva del ente acusador, y esta 
competencia tiene un origen estrictamente constitucional, el cual es expuesto 
en la carta magna, de la siguiente manera:  
 
“La Fiscalía General de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la 
acción penal y realizar la investigación de los hechos que revistan las 
características de un delito que lleguen a su conocimiento por medio de 
denuncia, petición especial, querella o de oficio, siempre y cuando medien 
suficientes motivos y circunstancias fácticas que indiquen la posible 
existencia del mismo. No podrá, en consecuencia, suspender, interrumpir, ni 
renunciar a la persecución penal, salvo en los casos que establezca la ley 
para la aplicación del principio de oportunidad regulado dentro del marco de 
la política criminal del Estado, el cual estará sometido al control de legalidad 
por parte del juez que ejerza las funciones de control de garantías” 
(Asamblea Nacional, 1991. Pág. 85) demostrando el citado apartado que el 
ente acusador es el encargado de impulsar de manera inteligente el 
desarrollo de la política criminal del estado subordinado por el principio de 
legalidad. 
1. 2. EL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EXPRESIÓN DE LA POLÍTICA 
CRIMINAL DEL ESTADO Y DEL PRINCIPIO DE SELECTIVIDAD DE LA 
JUSTICIA PENAL. 
 
La constitucionalidad del estado colombiano, promueve la obligatoriedad del 
ejercicio de la acción penal, evidentemente por motivos de impunidad, se le 
impone este deber al ente acusador, sin embargo la única excepción a la 
agresividad de este impulso del ius puniendi, es la celebración del principio 
de oportunidad, el cual se encuentra inspirada en la política criminal del 
estado, lo cual es corroborado mediante la ley 906 del año 2004, de la 
siguiente manera “La aplicación del principio de oportunidad deberá hacerse 
con sujeción a la política criminal del Estado” (congreso de la república, 
2004. pág. 95) lo anterior demuestra que inspirados en la política criminal del 
estado, el ente acusador debe de identificar y determinar las prioridades de 
las cuales urge la intervención del estado y cuales por principio de 
razonabilidad deben de ser resueltas de otra manera o alternativamente.  
 
Expuesto lo anterior es necesario la selectividad del proceder del ente 
acusador u órgano de persecución penal, otorgándole prioridad a 
determinadas causas, con el objetivo de seleccionar de manera las causas 
que deberán de ser debatidas en instancias judiciales, resolviendo las 
restantes que se supone deben de ser mayoría en instancias pre procesales 
y extrajudiciales. Tal como lo indica la corte suprema de justicia sala de 
casación penal, mediante sentencia de radicado 38285 y fecha del 11 de julio 
del año 2012 indicando lo siguiente “Así las cosas, teniendo en cuenta la 
estructura del proceso penal, la idea es que el mismo se finiquite de manera 
anormal, es decir, a través de la 'terminación anticipada', procurándose que 
ésta sea la vía que normalmente de fin a la actuación con sentencia 
condenatoria, ya que, se repite, la concepción filosófica que constitucional y 
legalmente sustentan el sistema, conduce a que así se culminen la mayoría 
de las actuaciones, pues no de otra manera se explicaría la razón por la cual 
se incluyeron los preacuerdos, las negociaciones e, incluso, el principio de 
oportunidad, institutos que, sin lugar a dudas, buscan, dentro del respeto de 
las garantías y derechos fundamentales de las partes e intervinientes, la 
efectividad material de la administración de justicia dentro del marco propio 
de celeridad y economía” (corte suprema de justicia. 2012. Pág. 46) de esta 
manera es importante que junto a otras herramientas, el principio de 
oportunidad procura evitar el desgaste de la justicia mediante una 
priorización de los procesos llevados a las instancias judiciales.  
 
Este principio de priorización de la acción penal, no es ajeno al derecho 
procesal penal ordinario, puesto es impensable que se logre resolver la 
totalidad de los pragmas conflictivos que necesitan la intervención de la 
justicia, para  solucionarse, por tal razón el principio de oportunidad emerge 
como una herramienta jurídica, destinada a evaluar y analizar la procedencia 
de la acción penal, de manera que exista proporcionalidad entre el desgaste 
de la justicia, el reproche jurídico, la necesidad de la pena y el daño causado 
en la sociedad por el posible beneficiario del mismo, a tal efecto se reserva la 
exclusividad de la justicia, únicamente para los delitos, que ameriten la 
misma, siendo la intervención judicial, la excepción y la aplicabilidad del 
citado principio, la regla general 
 
Lo anterior evidentemente requiere una selectividad del estado por medio del 
ente acusador, en el momento de escoger o elegir lógicamente cuales son 
los delitos que deben de ser llevados a juicio y cuales deben de resolverse 
de manera previa, demostrando una inteligencia del ente acusador en el 
momento de ejercer su titularidad del ejercicio de la acción penal, lo anterior 
es corroborado normativamente atendiendo las exigencias de la 
constitucionalidad mediante la ley 906 del año 2004, exponiendo lo siguiente 
“La Fiscalía General de la Nación está obligada a perseguir a los autores y 
partícipes en los hechos que revistan las características de una conducta 
punible que llegue a su conocimiento, excepto por la aplicación del principio 
de oportunidad, en los términos y condiciones previstos en este código” 
(congreso de la república, 2004. Pág. 95) se puede interpretar que el 
principio de oportunidad, es una excepción al ejercicio de la acción penal, el 
cual tiene como finalidad realizar una justicia más selectiva y racional, es 
decir evitar el desgaste de la justicia, cuando un pragma conflictivo puede ser 
solucionado de otra forma o cuando los intereses superiores de la justicia 
penal lo ameritan, es decir es la aplicación de una justicia inteligente y 
solidaria, en contraposición a una justicia positivista y reaccionaría, es decir 
carcelaria.  
 
De igual manera, El principio de oportunidad es un instituto jurídico y 
herramienta legal, que fue creada junto con los preacuerdos, con el objetivo 
de filtrar las causas penales que deberían de ser debatidas en los estrados 
judiciales, expuesto lo anterior se desarrollaron una serie de criterios 
destinados a valorar la procedencia de la acción penal, siempre vigilados por 
los mandatos de la política criminal del Estado, trazada por el Ente acusador 
es decir la Fiscalía General de la Nación. Por tal razón se puede entender 
que el principio de oportunidad persigue diversos y variados fines, 
redefiniendo el concepto de justicia penal  
Es importante apuntar que  la presencia del principio de oportunidad, con 
anterioridad a la legislación procesal penal moderna era inexistente,  su 
origen interno se remonta a la promulgación del acto legislativo 002 del año 
2003, y la implementación del sistema penal oral acusatorio, sin embargo su 
historia y aplicabilidad en el derecho comparado es mucho más antigua 
puesto hace parte de la tradición y costumbre del derecho anglosajón, de 
naturaleza adversarial, en el cual se constituyó como la principal herramienta 
para filtrar los procesos que accederían a la justicia, guardando la reserva 
judicial como la excepcionalidad a las causas penales, que ameriten la 
intervención de la misma para la resolución del pragma conflictivo o la 
tensión entre el ciudadano y el Estado. 
 
El autor Yesid Reyes Alvarado define el principio de oportunidad de la 
siguiente manera “El principio de oportunidad es ante todo un instrumento de 
política criminal, cuya aplicación debería responder a unos lineamientos 
generales del Estado en materia de aplicación de justicia. Es una figura que 
se traduce en la decisión de no procesar penalmente a algunas personas por 
razones de conveniencia general, y eso hace que su aplicación sea ante todo 
de naturaleza política dentro del marco de la política criminal del Estado y no 
estrictamente jurídica” (Alvarado, 2014) El autor usa como argumento para 
justificar la existencia del principio de oportunidad, basándose en la 
prevalencia del interés general sobre las necesidades particulares, 
convirtiendo la política estatal en la prioridad, permitiendo una saluda 
extrajudicial al proceso por motivos de interés social superior. 
 
Por tal razón se puede afirmar que el principio de oportunidad representa una 
discrecionalidad y reevaluación del proceder de la acción penal, tal como lo 
expone el texto institucional de la Escuela Judicial Rodrigo Lara Bonilla 
titulado Principio de oportunidad & política criminal en el cual es definido de 
la siguiente manera “El principio se configura como una herramienta, de uso 
privilegiado para todo el sistema judicial, con el propósito de que en virtud de 
supuestos políticos criminales y dogmáticos regulados y conforme a los 
ámbitos de discrecionalidad reglada el ente acusador, con el control judicial, 
pueda suspender, interrumpir y renunciar directamente a la persecución 
penal, todo ello, que además de acuerdo con disposiciones constitucional y 
legales relacionadas con el ius puniendi Estatal”  (Cardona, 2010) 
 
El autor Luis Fernando bedoya en el texto Principio de oportunidad, expone 
lo siguiente “La aplicación del Principio de Oportunidad constituye una 
decisión determinante en el deber del Estado de brindar una respuesta 
adecuada a las diferentes expresiones de la criminalidad. Por tratarse de una 
decisión esencialmente reglada, la aplicación de dicho instituto está 
determinada por el cumplimiento de requisitos específicos, de acuerdo con 
las exigencias de cada causal” (Bedoya, 2004) por tal razón el principio de 
oportunidad opera cuando las causales definidas para tal fin lo justifiquen y 
autoricen.  
 
La autora Magaly Vásquez González, su texto derecho procesal penal 
latinoamericano, define el principio de oportunidad, de la siguiente manera 
“Esta figura constituye una excepción al principio de legalidad procesal en el 
sentido de que permite al titular de la acción penal, prescindir de su ejercicio” 
(González, 2007) resaltando que este es una excepción del proceder del 
órgano de persecución penal. 
 
Los autores Jaime Bernal y Eduardo Montealegre Lynett, en su texto El 
proceso penal, definen el principio de oportunidad con base a los siguientes 
términos “El principio de oportunidad es un instituto jurídico, destinado a la 
reevaluación de la procedencia de la acción penal, la cual es prioritaria para 
los delitos que revisten una verdadera necesidad de la misma, por tal razón 
los criterios legales especificados apuntan a fines superiores de la política 
criminal, por tal razón la acción penal no es absoluta ni obligatoria  sino que 
se encuentra sujeta a suspensión, reanudación y terminación anticipada de 
la misma cuando sea procedente la aplicabilidad del principio de 
oportunidad” (Cuellar, 2012) 
 
El autor Carlos Andrés Guzmán Díaz, expone lo siguiente “Para la aplicación 
del Principio de Oportunidad no se exija un nivel de conocimiento tan amplio 
como el requerido para proferir una condena , sí es necesario que existan 
bases suficientes para concluir que ha ocurrido una conducta punible y que 
una o varias personas en particular son autoras o partícipes”  (Díaz, 2010) el 
presente autor expone que para la procedencia del principio de oportunidad, 
es necesario que se cumplan dos requisitos, dentro de los cuales se 
destacan la formalidad legal que lo autoriza, y los elementos de juicio que 
dan fe de la existencia de una conducta punible, por tal razón el proceder de 
la acción penal no puede ser un instrumento de chantaje contra los 
ciudadanos, sino que debe de haber evidencia previa de la existencia del 
mismo para que proceda el principio de oportunidad. 
 
Por tal razón se puede establecer, que el principio de oportunidad es una 
excepcionalidad al ejercicio de la acción penal, y al ser la fiscalía el titular de 
la misma, es facultad de la anterior analizar y valorar la aplicabilidad del 
principio de oportunidad en un caso concreto, al exponer que el principio de 
oportunidad se subordina a la política criminal del Estado, se hace una 
especial referencia a los lineamientos trazados Estatal mente como forma de 
prevenir y sancionar el delito. Buscando la creación de una justicia más 
inteligente y sabía en materia penal.   
 
Respecto a lo anterior la sentencia de radicado 979 del año 2005, expedida 
por la corte constitucional colombiana, expone lo siguiente “el Fiscal General 
de la Nación, en desarrollo de la autonomía limitada que le reconoce la 
Constitución, y para el cumplimiento de las responsabilidades que la 
Constitución y la ley le asigna en materia de aplicación del principio de 
oportunidad, establezca procedimientos internos orientados a que este nuevo 
instituto procesal se aplique y se proyecte con los efectos de política criminal 
que alimentaron su creación. Desde luego que, como ya lo ha indicado la 
Corte, por responder el principio de oportunidad a un poder discrecional 
reglado, que en consecuencia goza de reserva legal, los procedimientos 
internos que se establezcan en la Fiscalía mediante reglamento, 
exclusivamente orientados a su operatividad, deben preservar celosamente,  
el marco que a este instituto asignan la Constitución y la Ley, así como 
ajustarse a las líneas jurisprudenciales que ha trazado la Corte, a cerca del 
poder reglamentario del Fiscal General de la Nación, enmarcado en su 
ámbito de dirección y orientación, y que se reiteran en esta sentencia” (corte 
constitucional, 2005. Pág. 39) demostrando la competencia de la fiscalía en 
lo que respecta  la interpretación de la aplicabilidad del principio de 
oportunidad, como una ponderación interna de la institución, la cual se ejerce 
por medio de reglamentos destinados a los fiscales delegados, que siempre 
tienen que guardar coherencia con el principio de legalidad.  
 
Sin embargo la decisión adoptada por la fiscalía, no solo debe de girar en 
torno a la aplicabilidad o inaplicabilidad del principio de oportunidad, sino que 
es necesario que el ente acusador por medio de sus funcionarios, decida 
cual es tratamiento coherente y lógico que se le debe de ofrecer al 
procesado, en el momento de contemplar la posibilidad de celebrar un 
principio de oportunidad con el anterior, por tal razón la tarea del órgano de 
persecución penal, conlleva ciertas exigencias a asimilar y justificar el porqué 
de su decisión, y decidir si procede o no la implementación del principio de 
oportunidad en un caso concreto y en que modalidad, con base en que 
beneficio.  
 
Respecto a lo anterior la sentencia de constitucionalidad, expedida por la 
honorable corte constitucional, de radicado 673 del año 2005, indica lo 
siguiente “En ejercicio de la discrecionalidad reglada que la Constitución 
asigna al fiscal en materia de principio de oportunidad, e impone no 
solamente una evaluación acerca de la aplicación de alguna de las causales 
legales para que opere este mecanismo, sino que deberá determinar las 
consecuencias de la aplicación de ese principio: la interrupción, la 
suspensión o la renuncia de la acción, a la vez que habrá de constatar el 
respeto por las garantías del investigado. Son por ende los tres supuestos, 
expresiones del principio de oportunidad con alcances distintos en cuanto 
que respecto de los dos primeros la fiscalía, excepcionando su deber general 
de investigación, cesa transitoriamente en el ejercicio de la acción penal con 
la posibilidad de su reanudación, en tanto que el último de los supuestos 
comporta la extinción de la acción penal. En los tres eventos se presenta una 
cesación, autorizada por la ley, de la acción penal, ya sea de carácter 
transitorio o precario, ya de carácter definitivo, y sometida en todos los 
eventos al control jurisdiccional de legalidad” (corte constitucional, 2005. Pág. 
75) de esta forma la selectivas de la justicia es mucho más exigente puesto 
debe de ponderar cual debe de ser el tratamiento idóneo al procesado 
especifico en el caso concreto, para de esta manera aplicar un principio de 
oportunidad de manera inteligente y racional, no de manera folklórica o 
desorganizada.  
 
Jurisprudencialmente Respecto a la búsqueda por implementar una justicia 
más inteligente y racional, evitando el totalitarismo positivista de la 
jurisdicción, la providencia de radicado C – 738 del año 2008 destaca la 
finalidad que inspiro la implementación del principio de oportunidad 
expresando lo siguiente “El fin del principio de oportunidad es la 
racionalización de la función jurisdiccional penal. La institución busca 
disminuir las consecuencias negativas de penas cortas de privación de la 
libertad, persigue la reparación de las víctimas y pretende facilitar la 
reinserción social de los autores de ciertas conductas punibles, permitiendo 
dar tratamiento diferenciado a delitos que por sus características intrínsecas 
no representan lesión significativa del orden social” (corte constitucional, 
2008. pág. 75)  
 
A tal efecto con base en lo anterior, es inconcebible, inhumano, radical, 
costoso, demorado y contraproducente, tanto para los intereses de la justicia 
como para los intereses de la sociedad y el procesado, que es aspire a que 
la totalidad de los procesos penales sean sometidos a un tratamiento judicial, 
congestionado y colapsando el aparato judicial por el tránsito de delitos que 
no merecen el desgaste de la justicia y que pueden ser resueltos 
alternativamente.   
El principio de oportunidad es definido jurisprudencialmente en   sentencia de 
radicado C - 387 del año 2014 expedida por la corte constitucional 
expresando lo siguiente “El principio de oportunidad es una institución 
nuclear del sistema penal de tendencia acusatoria que consiste en la 
suspensión, interrupción o renuncia de la persecución penal, atendiendo 
diversos factores inmersos en la política criminal del Estado. Constituye una 
excepción a la regla general que recae sobre la fiscalía de adelantar el 
ejercicio de la acción penal y realizar la investigación de los hechos que 
revistan características de un delito, siempre que tercien suficientes 
motivaciones y circunstancias fácticas que permitan advertir la existencia del 
mismo” (corte constitucional, 2014. Pág. 54) de esta forma se puede 
entender que el principio de oportunidad debe siempre de basarse en la 
política criminal del estado colombiano, es decir la anterior es la que le da 
forma al ente acusador para poder determinar la procedencia del mismo.  
 
De igual manera en sentencia de  radicado C – 738 del año 2008, se 
confirma la anterior definición apuntando lo siguiente “El principio de 
oportunidad es una institución central del sistema penal acusatorio cuya 
aplicación está a cargo de la Fiscalía General de la Nación, bajo supervisión 
de legalidad del juez de control de garantías, y constituye una excepción a la 
obligación constitucional que recae sobre la Fiscalía y que la obliga a 
adelantar la acción penal y realizar la investigación de los hechos delictivos” 
(corte constitucional, 2008. pág. 86)  de esta manera se establece que el 
principio de oportunidad en el ordenamiento jurídico penal colombiano, es la 
prioridad en el momento de solucionar un pragma conflictivo siendo el litigio 
la salida secundaria y extraordinaria para el citado fin.  
1. 3. EL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD Y EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD 
CAUSALES DE ESTE INSTRUMENTO JURÍDICO Y JUSTIFICACIONES 
JURISPRUDENCIALES DE LAS MISMAS. 
 
La facultad del ente acusador para celebrar principio de oportunidad, se 
encuentra restringida por el legislativo, demostrando aún más la competencia 
compartida de ambos entes en el diseño de la política criminal del estado, y 
lo anterior es posible puesto es el legislativo el único encargado, en pro del 
principio de legalidad, de determinar las causales de procedencia y 
aplicabilidad del principio de oportunidad, tal como lo indica sentencia de 
radicado 387 del año 2014, expedida por la misma corporación, de la 
siguiente forma “El principio de legalidad se constituye en uno de los 
primeros límites constitucionales a la potestad de configuración legislativa en 
el diseño de las causales para la aplicación del principio de oportunidad. 
Para que las mismas se ajusten a la Constitución, ha señalado esta 
Corporación, deben ser definidas por el legislador de manera clara y precisa, 
de suerte que la facultad discrecional de aplicación no se convierta en una 
posibilidad de aplicación arbitraria. En virtud del carácter excepcional y 
reglado del principio de oportunidad acogido por el constituyente, al 
legislador le está vedado establecer causales extremadamente vagas o 
ambiguas de invocación de aquél, por cuanto los ciudadanos no tendrían 
certeza alguna acerca de bajo qué condiciones el órgano de investigación del 
Estado puede acudir o no ante el juez de control de garantías para efectos 
de solicitar la suspensión, interrupción o renuncia del ejercicio de la acción 
penal” (corte constitucional, 2014. Pág. 76)  por tal razón es importante 
establecer, que a pesar de gozar de la titularidad del ejercicio de la acción 
penal, el ente acusador u órgano de persecución penal, debe someter sus 
decisiones y designios al principio de legalidad, el cual es el único encargado 
de definir las causales que dan pie al principio de oportunidad las cuales son 
definidas en la ley 906 del año 2004, de la siguiente manera: 
 
 1. Cuando se trate de delito sancionado con pena privativa de la libertad que 
no exceda en su máximo de seis (6) años y se haya reparado integralmente 
a la víctima, de conocerse esta, y además, pueda determinarse de manera 
objetiva la ausencia o decadencia del interés del Estado en el ejercicio de la 
correspondiente acción penal; esta causal del principio de oportunidad 
evidentemente da prioridad a la implementación y uso de una justicia 
reparativa, en contraposición a una justicia retributiva, que busca como 
finalidad resarcir el daño de la víctima evidentemente aplicable a delitos 
pequeños, en el cual el derecho penal se influencia por el derecho civil, 
buscando prioritariamente la reparación económica del sujeto pasivo de la 
conducta.   
 
2. Cuando la persona fuere entregada en extradición a causa de la misma 
conducta punible. Esta causal da especial interés al derecho ajeno, es decir 
establece la prioridad de una nación foránea y su noción de justicia a los 
intereses de la justicia nacional.  
 
3. Cuando la persona fuere entregada a la Corte Penal Internacional a causa 
de la misma conducta punible. Tratándose de otra conducta punible solo 
procede la suspensión o la interrupción de la persecución penal. Esta causal 
representa una prevalencia del derecho internacional público, sobre el 
derecho doméstico, en el entendido que resuelve la discusión sobre el 
carácter supremo de ambos postulados de justicia, dando prioridad a la 
justicia internacional en contraposición a la justicia doméstica.  
 
4. Cuando la persona fuere entregada en extradición a causa de otra 
conducta punible y la sanción a la que pudiera llevar la persecución en 
Colombia carezca de importancia al lado de la sanción que le hubiera sido 
impuesta con efectos de cosa juzgada contra él en el extranjero. 
 
5. Cuando el imputado colabore eficazmente para evitar que continúe el 
delito o se realicen otros, o aporte información esencial para la 
desarticulación de bandas de delincuencia organizada. Esta causal es uno 
de los tópicos esenciales del principio de oportunidad y la que más goza de 
aplicabilidad en el interior del estado colombiano, y premia la colaboración 
del procesado y su interés por denunciar la delincuencia organizada, esta 
causal es estudiada jurisprudencialmente, mediante sentencia de radicado 
“En efecto, conforme lo dispone el artículo 250 superior, la Fiscalía General 
de la Nación está obligada a adelantar el ejercicio de la acción penal y no 
podrá suspender, interrumpir, ni renunciar a la persecución penal, salvo en 
los casos que establezca la ley para la aplicación del principio de oportunidad 
regulado dentro del marco de la política criminal del Estado. La Carta no dice 
expresamente que la colaboración con la justicia no pueda ser un criterio 
válido para la aplicación del principio de oportunidad. En todo caso, del tenor 
de las disposiciones aparece implícito que la eficacia de la colaboración que 
puede dar pie a la aplicación del principio de oportunidad penal debe estar 
comprobada. Es decir, el requisito de que tal colaboración sea eficaz implica 
la comprobación por parte de la Fiscalía de la veracidad y utilidad de la 
colaboración o el testimonio a que se refieren estos numerales” (corte 
constitucional, 2007. Pág. 112)  por tal razón ponderando la necesidad del 
estado por combatir delitos organizados, esta necesidad e interés del estado, 
desplaza la obligatoriedad de ejercer la justicia a un procesado especifico, es 
decir es una ponderación de costos y beneficios, que demuestran la 
inteligencia de la política criminal.   
 
6. Cuando el imputado sirva como testigo principal de cargo contra los 
demás intervinientes, y su declaración en la causa contra ellos se haga bajo 
inmunidad total o parcial. En este caso los efectos de la aplicación del 
principio de oportunidad serán revocados si la persona beneficiada con el 
mismo incumple con la obligación que la motivó; esta causal tiene relación y 
alcance constitucional, en el entendido que la carta magna impone como 
deber ciudadano al interior del estado colombiano, lo siguiente “colaborar con 
el buen funcionamiento de la administración de justicia” (asamblea nacional, 
1991. Pág. 30) por tal razón la intencionalidad del agresor, por servir en pro 
de los intereses de la justicia amerita una racionalización de la misma en su 
contra, por tal razón el principio de oportunidad pondera tanto la necesidad 
de justicia general a la necesidad de justicia particular, racionalizando el 
impulso de la misma.  
 
7. Cuando el imputado haya sufrido, a consecuencia de la conducta culposa, 
daño físico o moral grave que haga desproporcionada la aplicación de una 
sanción o implique desconocimiento del principio de humanización de la 
sanción punitiva. 
 
8. Cuando proceda la suspensión del procedimiento a prueba en el marco de 
la justicia restaurativa y como consecuencia de este se cumpla con las 
condiciones impuestas.  
 
9. Cuando la realización del procedimiento implique riesgo o amenaza graves 
a la seguridad exterior del Estado. Esta causal es explicada mediante 
sentencia de la honorable corte constitucional de radicado C – 095 del año 
2007, citando lo siguiente “Para la Corte la definición del concepto de 
seguridad exterior del Estado viene dada por los mismos términos 
constitucionales. Es cierto, sí, que los servicios de seguridad fueron 
confiados por el constituyente de manera exclusiva al Jefe de Estado, como 
jefe supremo de las Fuerzas Armadas, con el fin de que pueda cumplir con 
su obligación de proveer a la seguridad exterior de la República. Es cierto 
también que al jefe de Estado le corresponden facultades discrecionales para 
evaluar cuándo determinada circunstancia constituye una amenaza para 
dicha seguridad exterior, y competencias para responder con acciones 
concretas destinadas a defender al Estado en esa situación.  No obstante, de 
todo lo anterior no se desprende ni que el término seguridad exterior del 
Estado sea absolutamente indeterminado, pues como se vio hace referencia 
a precisos aspectos señalados expresamente en la propia Constitución, ni 
tampoco que, dentro del ejercicio concreto de la acción penal, al  Ejecutivo le 
corresponda intervenir en los procesos para definir cuándo el procedimiento 
penal pueda significar una amenaza para la seguridad exterior del Estado, 
asunto que en todo caso queda librado a la decisión del fiscal, sujeto al 
control de juez de garantías” (corte constitucional, 2007. Pág. 120)  es 
evidente que en la aplicación de esta causal prevalecen los intereses del 
estado, es decir evita el ejercicio de la persecución penal, para evitar la 
exposición de información clandestina de beneficio estatal.  
 
10. Cuando en atentados contra bienes jurídicos de la administración pública 
o recta impartición de justicia, la afectación al bien jurídico funcional resulte 
poco significativa y la infracción al deber funcional tenga o haya tenido como 
respuesta adecuada el reproche y la sanción disciplinarios. 
 
11. Cuando en delitos contra el patrimonio económico, el objeto material se 
encuentre en tan alto grado de deterioro respecto de su titular, que la 
genérica protección brindada por la ley haga más costosa su persecución 
penal y comporte un reducido y aleatorio beneficio. Esta causal es una 
ponderación de la afectación del bien jurídico lesionado por la conducta del 
agresor y el desgaste de la justicia en los actos de judicialización penal del 
imputado, por tal razón resulta ilógico que el estado fanáticamente procese 
delitos en los cuales no hubo una afectación real y significativa del bien 
jurídico en cuestión, la sentencia citada con anterioridad expresa al respecto 
lo siguiente “En primer lugar, el legislador se ocupa de señalar expresamente 
el grado de deterioro que debe presentar el objeto material, calificándolo de 
alto. En tal virtud, debe entenderse que dicho objeto debe estar muy 
deteriorado, esto es muy estropeado o muy menoscabado con miras al 
cumplimiento de su fin propio. En otras palabras, tal objeto debe presentarse 
como casi inservible. De otro lado, el nivel de deterioro también debe 
apreciarse en relación con el titular del objeto material del delito, pues el 
legislador dice debe evaluarse respecto de su titular. Así, el fiscal tiene que 
tener en cuenta este otro elemento subjetivo, de manera tal que el deterioro 
del objeto se sopese valorando las circunstancias personales de la víctima. 
Habrá de preguntarse entonces qué tanta valía puede tener dicho objeto 
para su titular, a pesar del deterioro que acusa. De esta manera, el ámbito de 
las facultades discrecionales del fiscal para evaluar el deterioro del objeto 
material sí se encuentra delimitado, en cuanto el concepto jurídico 
indeterminado alto grado de deterioro de un lado responde a criterios 
objetivos de experiencia, y también a criterios de valor subjetivo” (corte 
constitucional, 2007. Pág. 17)  es importante establecer que en los delitos en 
contra del patrimonio económico, son los más susceptibles e idóneos para 
aplicar un concepto de justicia reparativa, en el entendido que el bien jurídico 
afectado, es susceptible se poseer un presión traducido en el pago de un 
valor económico, que puede ser pagado por el agresor.  
 
La justicia retributiva o reparativa busca evitar un desgaste innecesario de la 
justicia, que viole los principios de proporcionalidad, necesidad y ultima ratio 
del derecho penal, controlando el ius puniendi, y destacando la imposición de 
medidas alternativas de reparación para la solución del problema jurídico en 
materia penal, esta modalidad de la justicia es definida legislativamente de la 
siguiente manera mediante sentencia de radicado T – 917 del año 2006, de 
la corte constitucional que plasma lo siguiente “La importancia de este tipo de 
procesos radica en que la falta no se concibe solo como una trasgresión de 
una norma, sino como un acontecimiento que afecta a la víctima, y repercute 
también en el agresor y en la comunidad. Por lo tanto un proceso de esta 
naturaleza es importante para el presente caso que ha tenido proyecciones 
en toda la comunidad, siempre que se den dos condiciones previas. La 
primera es que el menor afectado por los hechos así lo desee. Esta decisión 
deberá ser autónoma e informada, de tal forma que la víctima tenga claro de 
qué se trata el proceso restaurativo, cuál es su objetivo, cuáles son los pasos 
del mismo, el rol que la víctima cumple en dicho proceso y cuáles son sus 
implicaciones. A la víctima deben serle ofrecidas alternativas, de manera 
flexible, para no exponerla a procesos en que no se siente dignamente 
tratada” (corte constitucional, 2006. Pág. 49)  es importante la participación 
de victima en estos procesos y es importante que el ente acusador, tenga la 
inteligencia para determinar la procedencia de esta causal y la extinción de la 
acción penal, que motiva la misma.  
 
12. Cuando la imputación subjetiva sea culposa y los factores que la 
determinan califiquen la conducta como de mermada significación jurídica y 
social. 
 
13. Cuando el juicio de reproche de culpabilidad sea de tan secundaria 
consideración que haga de la sanción penal una respuesta innecesaria y sin 
utilidad social. Esta causal tiene origen en el principio de necesidad de la 
intervención del estado en materia penal, el cual es definido mediante 
sentencia de radicado 365 del año 2012, de la siguiente manera “La Corte ha 
sostenido que el derecho penal se enmarca en el principio de mínima 
intervención, según el cual, el ejercicio de la facultad sancionatoria criminal 
debe operar cuando los demás alternativas de control han fallado. Esta 
preceptiva significa que el Estado no está obligado a sancionar penalmente 
todas las conductas antisociales, pero tampoco puede tipificar las que no 
ofrecen un verdadero riesgo para los intereses de la comunidad o de los 
individuos; como también ha precisado que la decisión de criminalizar un 
comportamiento humano es la última de las decisiones posibles en el 
espectro de sanciones que el Estado está en capacidad jurídica de imponer, 
y entiende que la decisión de sancionar con una pena, que implica en su 
máxima drasticidad la pérdida de la libertad, es el recurso extremo al que 
puede acudir al Estado para reprimir un comportamiento que afecta los 
intereses sociales. En esta medida, la jurisprudencia legitima la descripción 
típica de las conductas sólo cuando se verifica una necesidad real de 
protección de los intereses de la comunidad. De allí que el derecho penal sea 
considerado por la jurisprudencia como la última ratio del derecho 
sancionatorio” (corte constitucional, 2012. Pág. 79)  por tal razón es 
importante establecer que la agresividad del derecho penal y la capacidad de 
la pena para afectar infinitamente al condenado es muy alta, por tal razón el 
derecho penal debe de aplicarse de forma inteligente, proporcional y lógico, 
en aspectos en los cuales la intervención de la política criminal sea necesaria 
y no genere un desequilibrio de la justicia penal, en contra de la ciudadanía, 
lo anterior es recogido mediante el principio de prohibición del exceso, que 
racionaliza el ius puniendi del estado.   
14. Cuando se afecten mínimamente bienes colectivos, siempre y cuando se 
dé la reparación integral y pueda deducirse que el hecho no volverá a 
presentarse. 
 
15. Cuando la persecución penal de un delito comporte problemas sociales 
más significativos, siempre y cuando exista y se produzca una solución  
alternativa adecuada a los intereses de las víctimas. Esta causal es 
importante en el entendido que concilia el derecho penal con las ciencias que 
componen la criminología, analizando los antecedentes que llevaron al autor 
a la comisión del delito, y valorando la exigibilidad del autor de otra conducta 
jurídica, es definida mediante la sentencia “La causal de aplicación del 
principio de oportunidad penal cuando la persecución penal de un delito 
comporte problemas sociales más significativos descansa en el principio de 
proporcionalidad, que llama a no sancionar penalmente sino aquellas 
conductas que realmente constituyan una amenaza para la convivencia 
pacífica, y no un reclamo social justificado. Ahora bien, en la aplicación del 
numeral bajo examen el fiscal debe motivar específicamente la decisión, 
tener en cuenta los supuestos fácticos y exponer por qué la persecución 
penal produciría mayores problemas sociales que la falta de ejercicio de la 
acción penal. En todo caso, esta decisión del fiscal siempre estará sujeta a la 
revisión del juez de control de garantías y a la intervención del Ministerio 
Público” 
 
16.  Cuando la persecución penal del delito cometido por el imputado, como 
autor o partícipe, dificulte, obstaculice o impida al titular de la acción orientar 
sus esfuerzos de investigación hacia hechos delictivos de mayor relevancia o 
trascendencia para la sociedad, cometidos por él mismo o por otras 
personas.  
 
17. Cuando los condicionamientos fácticos o síquicos de la conducta 
permitan considerar el exceso en la justificante como representativo de 
menor valor jurídico o social por explicarse el mismo en la culpa 
 
 De esta manera se comprueba que tanto el legislativo como la 
jurisprudencia nacional, han desplegado enormes esfuerzos en lo que 
respecta a explicar y entender el principio de oportunidad y las causales que 
autorizan la aplicación del mismo.   
 
1. 4. LAS VÍCTIMAS Y EL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN EL 
SISTEMA PENAL ORAL ACUSATORIO COLOMBIANO Y CAUSALES DE 
INAPLICABILIDAD DEL MISMO 
 
Uno de los grandes problemas que surgió con la implementación del principio 
de oportunidad fue el de determinar la participación de las víctimas en el 
mismo, en el entendido que el principio de oportunidad establecía una 
negociación entre el estado y el agresor en búsqueda de unos beneficios 
cuando se hayan configurado las causales que dan pie al mismo, por esta 
razón muchos entendieron que el principio de oportunidad apartaba la figura 
de la víctima, la cual ha vía cobrado fuerza al interior del ordenamiento 
jurídico colombiano, obteniendo diversas facultades al interior del proceso 
penal.  
 
Al respecto la autora Omaira valles romero, en su testo los derechos de las 
víctimas y el principio de oportunidad en Colombia, propone lo siguiente “el 
principio de oportunidad y los derechos de las víctimas en el sistema jurídico 
colombiano, su relación y posible tensión al momento de renunciar, 
interrumpir o suspender el ejercicio de la acción penal por el titular de la 
acción penal y su control judicial, para lo cual se propone como herramienta 
de modulación el empleo del principio de proporcionalidad” (Romero, 2014, 
Pág. 1) de esta manera la autora destaca, la necesidad de ponderar tanto los 
intereses generales que motivan la terminación anticipada de un proceso con 
beneficios, mediante la aplicación de un principio de oportunidad y los 
intereses particulares de la víctima.  
 
De igual manera el autor  Flavio Raúl flores, en su texto finalidad del principio 
de oportunidad frente a las víctimas recalca la necesidad de fortalecer la 
participación de las mismas, en lo que respecta al principio de oportunidad, 
plasmando lo siguiente “Las disposiciones transcritas contienen normas 
procesales de efectos sustanciales en la órbita de los derechos a la verdad, 
la justicia y la reparación de las víctimas, específicamente relevantes a la 
hora de aplicar el principio de oportunidad penal. Por ello, no pueden ser 
consideradas como simples disposiciones rituales sin referencia a dicho 
principio” (Flores, 2012, Pág. 10) demostrando que es importante que la 
víctima tenga herramientas en lo que respecta a la celebración del principio 
de oportunidad destinadas a la defensa de sus intereses personales en el 
mismo.  
 
Es importante indicar que el proceso penal es un tensión bilateral, es decir es 
un enfrentamiento judicial entre el agresor y el estado, desplazando la 
víctima a la jurisdicción civil, sin embargo alejándose de sus orígenes 
anglosajones, el ordenamiento jurídico colombiano adapto el sistema penal 
oral acusatorio a sus designios y principios constitucionales, destacando 
entre otros el principio de participación y el derecho general de buscar 
justicia, y entrego herramientas a la víctima para que de manera autónoma 
luxe por la materialización de sus intereses en el interior del proceso penal, 
por tal razón se ha reconocido que en pro de sostener el interés de la víctima 
en el interior del proceso penal, esta debe de tener facultades en lo que 
respecta a la celebración del principio de oportunidad.  
 
Por tal razón la legislación nacional, amplio la participación de la víctima 
dándole facultades en la totalidad del proceso penal, como lo indica la ley 
906 del año 2004, citando lo siguiente “Las víctimas del injusto, en garantía 
de los derechos a la verdad, la justicia y la reparación, tienen el derecho de 
intervenir en todas las fases de la actuación penal” (congreso de la república, 
2004. Pág. 58) sin embargo es importante establecer que la originalidad de 
este postulado no es exclusiva del ordenamiento jurídico colombiano, puesto 
la tendencia del derecho internacional, se inclina por dar un rol importante a 
la víctima, en el interior de los procesos penales, tal como lo expone 
sentencia de radicado C – 228 del año 2002, expedida por la corte 
constitucional colombiana,  que expresa lo siguiente “Existe una tendencia 
mundial, que también ha sido recogida en el ámbito nacional por la 
Constitución, según la cual la víctima o perjudicado por un delito no sólo 
tiene derecho a la reparación económica de los perjuicios que se le hayan 
causado, trátese de delitos consumados o tentados, sino que además tiene 
derecho a que a través del proceso penal se establezca la verdad y se haga 
justicia. Esa tendencia se evidencia tanto en el texto constitucional como en 
el derecho internacional y el derecho comparado” (corte constitucional, 2002. 
Pág. 74) por tal razón desde la perspectiva del ordenamiento jurídico 
colombiano, la participación de la víctima en el  mismo es legítima y se 
encuentra autorizada por la constitucionalidad, legalidad y jurisprudencia 
nacional.  
 
Mediante sentencia de radicado C – 095 del año 2007, se eleva el rango de 
participación de la víctima en lo que respecta a la celebración de principios 
de oportunidad, en el entendido que al ser el fiscal el representante de la 
víctima en el tema litigioso, este debe de procurar conciliar los intereses del 
estado, con los intereses personales de la víctima, expresando lo siguiente 
“La acusación formulada por el ciudadano, según la cual dentro del proceso 
penal las víctimas están desprovistas de mecanismos para hacer valer sus 
derechos frente a la aplicación del principio de oportunidad por la fiscalía, 
carece de un fundamento normativo cierto, y no es suficientemente 
específica. Ello por cuanto los artículos demandados, claramente se refieren 
a los derechos de las víctimas frente a esta posibilidad, señalando que en 
ese momento procesal el fiscal debe considerar sus intereses, que la 
decisión que tome al respecto debe serles informada, y que adicionalmente 
tendrán el derecho de ser oídas ante el juez de garantías y de interponer 
recursos ante el juez de conocimiento; derechos estos que son 
expresamente reconocidos en el artículo 11 y reiterados en el 327. De otro 
lado, conforme al artículo 326, la suspensión en el ejercicio de la acción 
penal también se condiciona a la reparación de las víctimas” (corte 
constitucional, 2007. Pág. 42) por tal razón es importante indicar que la 
aplicación del principio de oportunidad, no debe de realizarse desconociendo 
o ignorando la participación de la víctima en el entendido que lo anterior sería 
un desconocimiento del principio de participación consagrado en la carta 
magna.  
 
De esta forma se comprendió que era importante superar, la tesis económica 
en materia de reparación de víctimas, en el entendido que el pago de una 
reparación o indemnización, no era suficiente para lograr una justicia eficaz y 
valorar el daño sufrido por el sujeto pasivo de la conducta, por tal razón la 
tesis preventiva y retributiva era necesario que se fundieran con la tesis 
reparativa, para lograr una justicia más sólida, tal como lo indica la sentencia 
de radicado C - 004 del año 2003, expedida por la corte constitucional, que 
expone lo siguiente “la impunidad de las violaciones a los derechos humanos 
y al derecho humanitario es más grave, cuando el Estado ha incumplido en 
forma protuberante con sus deberes de investigar y sancionar seriamente 
esos delitos. En esos eventos, la preponderancia de los derechos de las 
víctimas y de la búsqueda de un orden justo sobre la seguridad jurídica y el 
non bis in ídem es aún más evidente, por las siguientes dos razones: De un 
lado, para las víctimas y los perjudicados por una violación a los derechos 
humanos, la situación resulta aún más intolerable, pues su dignidad humana 
es vulnerada en cierta medida doblemente, ya que esas personas no sólo 
fueron lesionadas por un comportamiento atroz sino que, además, deben 
soportar la indiferencia del Estado, quien incumple en forma protuberante 
con su obligación de esclarecer esos actos, sancionar a los responsables y 
reparar a los afectados” (corte constitucional, 2003. Pág. 28) por tal razón las 
víctimas no pueden ni deben de ser condenadas a una segunda 
victimización, consistente en la indiferencia del estado respecto a su 
situación.  
 
Es importante destacar que la aplicación del principio de oportunidad no es 
ilimitada, en el entendido que si bien las causales no definen cuales delitos 
deben de ser los destinatarios de este instrumento, la interpretación del fiscal 
respecto al mismo es restringida, puesto en determinados delitos, no es 
procedente la aplicación del principio de oportunidad, en el entendido que la 
legislación no lo permite, tal como es el caso de los delitos en los cuales la 
victima sea un menor de edad o en los delitos o crímenes de lesa 
humanidad, respecto a los primeros la corte mediante sentencia de radicado 
738 del año 2008, plasma lo siguiente “La Corte evidencia que la protección 
de los derechos de los menores no sería efectiva si el Estado renunciara a 
sancionar las conductas que afectan de manera grave derechos de categoría 
prevalente. La función disuasiva de la pena se encamina a que los abusos 
cometidos contra los niños y adolescentes dejen de cometerse, por lo que 
renunciar a ella despojaría al Estado de una herramienta crucial en la lucha 
contra el abuso infantil. Asimismo, atendiendo a los limites mismos del 
principio de oportunidad, el Estado no está autorizado para omitir, suspender 
o renunciar a la acción penal cuando el afectado  en estos casos es un 
menor de edad” (corte constitucional, 2008. Pág. 86) por tal razón en esta 
clase de delitos la autonomía del ente acusador para seleccionar la 
aplicabilidad del principio de oportunidad pierde en contra posición al 
principio del interés superior del menor, haciendo improcedente la 
aplicabilidad del principio de oportunidad en esta clase de delitos.  
Originariamente otra causal de inaplicabilidad del principio de oportunidad, 
era cuando la agresión a la cual el ente acusador va a renunciar, tiene origen 
en un acto o crimen de lesa humanidad, lo anterior es posible en el entendido 
que estos delitos, lastiman de forma infinita la sociedad, y lesionan diversos 
bienes jurídicos, por tal razón la aplicación de principio de oportunidad en 
estos casos es un desconocimiento de la necesidad de justicia de perseguir 
los delitos grabes, razón que admite su inadmisibilidad en estos casos 
concretos. Expresado en la normatividad de la siguiente manera “En ningún 
caso el fiscal podrá hacer uso del principio de oportunidad cuando se trate de 
hechos que puedan significar violaciones graves al derecho internacional 
humanitario, crímenes de lesa humanidad o genocidio de acuerdo con lo 
dispuesto en el Estatuto de Roma, y delitos de narcotráfico y terrorismo” 
(congreso de la república, 2004. Pág. 27) 
 
Esta intencionalidad del legislador, evidentemente estaba inspirada en evitar 
que personas que hayan generado alto grado de daño en la sociedad, 
pudieran ser beneficiarias de este instrumento, sin embargo la corte 
constitucional, mediante sentencia de radicado 097 del año 2007, determino 
la inexequibilidad del citado artículo, aludiendo lo siguiente “No obstante, al 
actor le asiste razón cuando afirma que ciertos delitos, como por ejemplo un 
homicidio intencional o una violación que se produjeran por fuera de 
situación de conflicto interno o internacional y por fuera de ataques 
sistemáticos contra la población civil, o el tipo de genocidio político podrían 
eventualmente llegar a ser objeto de la aplicación del principio de 
oportunidad. Y lo mismo podría decirse de otros delitos aislados de 
situaciones de conflicto interno o internacional, o de los mencionados 
ataques sistemáticos, como el secuestro, las lesiones personales, el 
abandono de menores, el infanticidio o el incesto. Así pues, después de 
haber analizado detenidamente si la remisión al Estatuto de Roma contenida 
en la Ley 906 de 2004 implica que el principio de oportunidad podría llegar a 
aplicarse respecto de algunas graves violaciones a los derechos humanos 
que no caen dentro del ámbito de competencia de la Corte Penal 
Internacional, la Corte ha concluido que en algunos casos ello sí es posible. 
En tal virtud, para excluir esta posibilidad, declarará la inexequibilidad de la 
expresión de acuerdo con lo dispuesto en el Estatuto de Roma, pues ella 
restringe inconstitucionalmente la protección de los derechos humanos que 
constituyen los bienes jurídicos amparados por ciertos delitos descritos en 
algunos tipos penales del Código Penal, y en otros tratados internacionales 
de los cuales Colombia es estado parte” (corte constitucional, 2007. Pág. 75) 
de esta manera la corte definió que el hecho de que un delito hiciera parte 
del estatuto de roma no era argumento para que respecto al mismo, no fuera 
procedente la aplicabilidad del principio de oportunidad, sin embargo se 
conserva la tesis de inadmisibilidad de los citados delitos de lesa humanidad 
respecto de los beneficios otorgados por el principio.  
 
A tal efecto se puede concluir el presente capítulo destacando la relación y 
sub ordinación del principio de oportunidad a la política criminal del estado, y 
destacando el rol originario del mismo, el cual es una racionalización y 
valoración de la necesidad de la procedencia de la acción penal, para evitar 
tanto un desgaste innecesario de la justicia, la prevalencia de mecanismos 
alternativos de solución de conflictos y la humanización del derecho penal, 
de igual manera es destacable la competencia compartida en funciones de 
determinación y aplicación de la ley penal, entre el legislativo y el ente 
acusado y de igual manera el sometimiento del órgano de persecución penal 
al principio de legalidad en lo que respecta a la aplicación de las causales del 
principio de oportunidad. 
CAPITULO SEGUNDO  
APLICACIÓN E INAPLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN 
LA CIUDAD DE BARRANQUILLA EN EL AÑO 2014 
 
El presente capitulo tiene como finalidad, establecer si existe una correcta 
aplicabilidad del principio de oportunidad a lo largo del territorio nacional, 
haciendo especial énfasis en las causas y consecuencias que genera la no 
aplicabilidad de este instrumento jurídico en el proceso penal, tomando como 
referencia o muestra la ciudad de barranquilla, delimitada en un evaluación 
cuantitativa de las unidades que conforman la fiscalía general de la nación 
seccional barranquilla.  
 
En el entendido que existe a nivel nacional una alta tendencia litigiosa en el 
interior de la jurisdicción penal, puesto muchos de los nuevos y antiguos 
litigantes que hacen parte o concurren a la solución de este tipo de conflictos, 
aún no han podido evolucionar en lo que respecta a los mecanismos 
alternativos de solución de conflictos que son aplicables las ramas del 
derecho y que justifican o motivan la existencia del principio de oportunidad 
como una arma de racionalización y descongestión de la justicia.  
Es importante establecer que el espiritu promovido por países que de igual 
manera pero con mayor experiencia han hecho parte de la tradición 
acusatoria, hace especial énfasis en el ánimo conciliador de las partes en 
materia penal, por esta razón los casos o causas probables que llegan a 
juicio son una rareza de esta forma se ponen límites al ejercicio de la pasión 
penal y se entrega a las partes la posibilidad de conciliar el pragma 
conflictivo que genero una conducta punible, a tal efecto se puede establecer 
que en países que conforman el derecho comparado y que poseen más 
experiencia en temas litigiosos, la solución previa del conflicto es la prioridad 
mientras que el juicio costoso y desgastante es la excepción, es decir opera 
de manera o forma extraordinaria.  
 
Por esta razón el presente trabajo en su segundo capítulo o segunda 
entrega, hará especial énfasis en las causas y consecuencias o motivaciones 
y efectos que genera una no aplicabilidad del principio de oportunidad a tal 
efecto se realizará una revisión bibliográfica, que de fe de problemas como la 
congestión judicial en el interior de la fiscalía general de la nación y los 
juzgados y tribunales que den fe de un colapso de sistema penal oral 
acusatorio, demostrando el desuso de esta herramienta y las consecuencias 
que genera este desconocimiento de un mandato normativo y constitucional, 
finalizando con el análisis cuantitativo de la muestra elegida por medio de las 
encuentras y entrevistas realizadas a los jefes de las unidades que 













2.1 LA IMPORTANCIA DEL PRINCIPIO DE CELERIDAD Y EFICIENCIA DE 
LA JUSTICIA EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO.   
 
Uno de los problemas institucionales de mayor envergadura en el interior del 
poder público en Colombia, es la congestión de la rama judicial, en el 
entendido que el volumen de problemas sometidos al conocimiento de la 
justicia es superior a la capacidad de la misma de solucionar los mismos de 
forma diligente, generando el colapso del aparato judicial, es importante 
establecer que justicia tardía o inoportuna, no es considerada justicia, a tal 
efecto uno de los principios que modula el correcto funcionamiento de la 
rama judicial es el principio de celeridad, que expone lo siguiente:  
 
“La administración de justicia debe ser pronta, cumplida y eficaz en la 
solución de fondo de los asuntos que se sometan a su conocimiento. Los 
términos procesales serán perentorios y de estricto cumplimiento por parte 
de los funcionarios judiciales. Su violación injustificada constituye causal de 
mala conducta, sin perjuicio de las sanciones penales a que haya lugar. Lo 
mismo se aplicará respecto de los titulares de la función disciplinaria. Las 
actuaciones que se realicen en los procesos judiciales deberán ser orales 
con las excepciones que establezca la ley. Esta adoptará nuevos estatutos 
procesales con diligencias orales y por audiencias, en procura de la 
unificación de los procedimientos judiciales, y tendrá en cuenta los nuevos 
avances tecnológicos” (Asamblea constituyente, 1991) 
 
Sin embargo es importante establecer que la justicia o la institucionalidad no 
es culpable del todo de esta problemática, puesto los abogados litigantes de 
igual manera no contribuyen a una solución previa y alternativa de los 
conflictos sometidos al conocimiento del aparato judicial.  
 
Es importante establecer que la celeridad en el momento de la solución de 
los problemas sometidos al conocimiento de la justicia, no es suficiente, por 
esta razón es común que el citado principio de celeridad, se empalme con el 
principio de eficiencia, permitiendo que los fallos sean rápidos pero de igual 
manera tengan la capacidad de solucionar el problema jurídico que los 
motiva, de una forma justa y equitativa, y respetuosa del ordenamiento 
jurídico y del principio de legalidad.  
 
Jurisprudencialmente, mediante sentencia de radicado T - 371 del año 2011, 
la corte constitucional, destaca la especial relación del principio de celeridad 
con el derecho fundamental al debido proceso, exponiendo lo siguiente “Esta 
Corporación ha explicado que el derecho al debido proceso se descompone 
en varias garantías que tutelan diferentes intereses ya sea de los sujetos 
procesales, o de la colectividad a una pronta y cumplida justicia. Entre ellas, 
el artículo 29 de la Constitución, en forma explícita consagra tanto el principio 
de celeridad, como el derecho de contradicción y controversia probatoria. Al 
respecto dicha norma señala que toda persona tiene derecho a un debido 
proceso público sin dilaciones injustificadas; a presentar pruebas y a 
controvertir las que se alleguen en su contra; a impugnar la sentencia 
condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho. Por su 
parte, el artículo 228 superior prescribe que los términos procesales se 
observarán con diligencia y su incumplimiento será sancionado”. En 
desarrollo de estos principios, de un lado los procesos deben tener una 
duración razonable y, de otro, deben establecer mecanismos que permitan a 
los sujetos procesales e intervinientes controvertir, en condiciones de 
igualdad, las pruebas presentadas, así como los argumentos de hecho y de 
derecho que se aduzcan en su  contra.  Ha destacado así mismo la 
jurisprudencia que en el proceso de producción del derecho, como en el de 
su aplicación, las distintas garantías que conforman la noción de debido 
proceso pueden entrar en tensión. Así, en ciertos casos el principio de 
celeridad puede entrar en conflicto con la garantía de contradicción 
probatoria, o con el derecho de defensa, pues un término judicial breve, 
naturalmente recorta las posibilidades de controversia probatoria o 
argumentativa. Al respecto la jurisprudencia ha señalado que algunas de las 
garantías procesales son prevalentes, pero también ha aceptado que otras 
pueden verse limitadas a fin de dar un mayor alcance a intereses públicos 
legítimos o a otros derechos fundamentales implicados” (corte constitucional, 
2011) 
 
Lo anterior es importante puesto el principio de celeridad que normalmente 
se funde con el principio de eficiencia, en pro de construir una justicia mucho 
más diligente y oportuna, tiene un origen estrictamente constitucional puesto 
es la misma carta magna quien ordena, una justicia cumplida y eficiente, 
expresando lo siguiente “La Administración de Justicia es función pública. 
Sus decisiones son independientes. Las actuaciones serán públicas y 
permanentes con las excepciones que establezca la ley y en ellas 
prevalecerá el derecho sustancial. Los términos procesales se observarán 
con diligencia y su incumplimiento será sancionado. Su funcionamiento será 
desconcentrado y autónomo” (Asamblea constituyente, 1991)  
 
Es importante establecer que una justicia congestionada o colapsada por la 
diversos motivos no puede garantizar de forma plena la celeridad de la 
misma, por esta razón es necesario que el aseso de los conflictos jurídicos a 
la justicia sea racionalizado, para evitar un colapso del aparato judicial.  
 
Jurisprudencialmente, mediante sentencia expedida por la misma 
corporación, de radicado C - 543 del año 2011, se plasma la importancia y 
constitucionalidad del principio de celeridad, apuntando lo siguiente:  
 
“Esta Corte, desde sus primeras sentencias, ha identificado la celeridad 
como uno de los principios que debe regir la administración de justicia bajo la 
Constitución de 1991. Ello se desprende del artículo 228 de la Constitución 
que prescribe que los términos procesales se observaran con diligencia y del 
artículo 209 de la misma que instaura el principio de celeridad como uno de 
los que debe caracterizar la actuación administrativa. Esto último en vista de 
que los postulados rectores de la función administrativa también tienen 
operancia en el desarrollo de la función jurisdiccional, como manifestaciones 
que son del poder del Estado, Recuérdese que uno de los temas tratados en 
las discusiones de la Asamblea Nacional Constituyente relativos a la 
Administración de Justicia fue, precisamente, la necesidad de introducir el 
principio de celeridad en este campo de la actividad estatal ya que es por 
todos sabido que uno de los mayores males que aquejan a la administración 
de justicia es la morosidad en la prestación de este servicio público. 
Procesos de índole penal, civil, laboral y contencioso administrativo demoran 
en los despachos respectivos un considerable tiempo haciéndose nugatoria 
la Administración de Justicia y causándose con ello gravísimas 
consecuencias de todo orden a la convivencia social de los ciudadano” (corte 
constitucional, 2011) 
 
De esta manera se confirma que el principio de celeridad es una necesidad 
en el interior de la justicia, incluida la justicia penal en la cual herramientas 
como la preclusión o el principio de oportunidad fueron diseñadas inspiradas 
en un ánimo conciliador con la finalidad de poner racionalización al ejercicio 
de la acción penal, por esta razón se puede establecer que una de las 
consecuencias que genera la inaplicabilidad del principio de oportunidad es 
la congestión de la justicia en materia procesal penal, dada la cantidad de 
volumen de casos sometidos a la misma sin una solución oportuna y sin una 




2.2 INAPLICABILIDAD DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD COMO 
CONGESTIÓN DE LA JUSTICIA EN MATERIA PENAL.  
 
La implementación del sistema penal oral acusatorio en el ordenamiento 
jurídico procesal penal colombiano, desde sus orígenes ha tenido dos 
finalidades, siendo la primera la necesidad de actualizar el sistema de 
juzgamiento en materia penal adaptándolo a las exigencias garantistas que 
habían conquistado la modernidad en materia de derechos humanos y 
garantías judiciales aplicadas al proceso penal, seguido de una necesidad de 
descongestionar la justicia en el entendido que el previo sistema mixto, con 
fuertes rasgos inquisitivos era un sistema engorroso, monolítico y complicado 
que dada su complejidad carecía de las posibilidades para solucionar de 
forma correcta un pragma conflictivo.  
 
Sin embargo contrario a las expectativas que pregonaban que el sistema 
procesal penal oral acusatorio colombiano de tendencia anglosajona y 
adversarial, la historia y la experiencia ha demostrado que esta expectativa 
se localizaba lejos de la realidad, puesto desde el momento de la 
implementación del mismo o algunos años con posterioridad a este instante, 
han hablado de una constante congestión en el interior del mismo, que ha 
llevado a un colapso judicial en materia procesal penal reconocido por la 
jurisprudencia, la doctrina y la opinión pública.  
 
A tal efecto figuras y herramientas jurídicas como el principio de oportunidad, 
originariamente destinado a la racionalización de la acción penal, han caído 
en desuso. Caracterizándose por su inutilidad en el momento de solucionar 
de manera diligente un problema jurídico en materia penal, es importante 
establecer que el sistema penal aporta uno de los grandes acumulación de 
casos en el ordenamiento jurídico colombiano, únicamente superado por la 
jurisdicción contencioso administrativa, en informe presentado por la 
Contraloría general de la república, publicado por el diario el tiempo en 
noticia titulada Un juez de Colombia resuelve 448 casos al año; uno de EE. 
UU., 3.135. De fecha del 18 de abril del año 2014, se da fe de esta 
problemática, demostrando que el sistema penal oral acusatorio de igual 
manera víctima y al mismo tiempo victimario del colapso de la rama judicial, 
indicando lo siguiente: 
 
“La congestión judicial suma 500.000 casos más que hace una década. Este 
crítico balance aparece en un informe reservado de la Contraloría, que ubica 
a Colombia como uno de los países menos eficientes en materia de 
administración de justicia en América. Incluso, naciones que tienen menos 
jueces, como Chile, Brasil y Perú, logran entre tres y cuatro veces más 
sentencias por despacho que en Colombia. Y la productividad de un juez en 
Estados Unidos es siete veces la de uno de sus pares colombianos Colombia 
tiene hoy 4.861 jueces; es decir, 11 por cada 100.000 habitantes. También 
en Estados Unidos los jueces son 11 por cada 100.000 habitantes. La 
situación es todavía más complicada porque la Fiscalía tiene un millón de 
casos en los que no ha podido avanzar, y que en consecuencia no han 
llegado ante los jueces” (contraloría general, 2014) 
 
Es importante destacar que es asombrosa la enorme congestión que posee 
la fiscalía general de la nación, lo cual demuestra que las herramientas 
destinadas para este fin, no han sido usadas, aportando esas conductas al 
caos que se ha desatado en el interior de la justicia.  
 
De igual manera la corporación excelencia en la justicia, mediante su informe 
# 216 de seguimiento al sistema penal oral acusatorio en Colombia, ha 
expuesto que la implementación de este sistema procesal, en el interior del 
ordenamiento jurídico colombiano, ha sido incompleta. Conceptualizando una 
errada aplicación del mismo que ha generado el cuasi colapso de este 
sistema judicial, indicando lo siguiente: 
 
 “Un millón y medio de casos represados en la Fiscalía, siete reformas 
legales encima y la falta de preparación de jueces y fiscales tienen haciendo 
agua a uno de los más ambiciosos cambios de la justicia: el sistema penal 
oral acusatorio. La voz de alerta la da la Corporación Excelencia en la 
Justicia (CEJ), que, después de un seguimiento de ocho años al modelo, 
señala que la congestión lo tiene casi al borde del colapso. Asegura que el 
Estado fracasó en la implementación del sistema, y pidió a las autoridades 
judiciales y al Gobierno que "se sinceren con el país y expresen con claridad 
si su voluntad es llegar al desmonte definitivo del sistema. Cifras citadas en 
el diagnóstico de la CEJ muestran que al 2014 la Fiscalía tenía represadas 
1'489.798 denuncias o reportes de delitos. La cuarta parte de ese total eran 
casos de hurto, seguido de lesiones personales, inasistencia alimentaria y 
porte y tráfico de estupefacientes. Indica que casi la mitad de las 963.769 
denuncias que fueron tramitadas por la Fiscalía en el 2010 terminaran 
archivadas y el 15 por ciento acabó por extinción de la acción penal. 
Finalmente, solo en 57.378 se consiguió condena. A esto se une el efecto 
que han causado normas como la Ley de Seguridad Ciudadana, que creó 18 
nuevos delitos y redujo los beneficios por reconocer cargos, lo que redujo la 
terminación anticipada de los procesos” (Excelencia de la justicia, 2014)  
 
Es importante establecer que si bien el comportamiento y falta preparación 
de los jueces y fiscales, es un factor determinante que aporta al colapso de la 
justicia en materia penal, a esto se suma la individualidad y posturas de los 
abogados litigantes y de las víctimas que no acuden a la solución de los 
problemas de forma previa, llama la atención la parte final del informe que 
hace especial énfasis al populismo punitivo que recorre las iniciativas 
legislativas a tal efecto el principio de oportunidad y su aplicabilidad se ha 
congestionado y dificultado debido a la carencia de facultades de los 
operadores judiciales y fiscales, para aplicar el mismo, debido a una exigente 
y amplia taxatividad.  
 
Es importante destacar que una de las tendencias más comunes de los 
funcionarios del ente acusador es el archivo de procesos, lo cual no implica 
que el proceso este inactivo sino que no hay herramientas para la solución 
del pragma conflictivo, por esta razón los fiscales contrario a la aplicación de 
un principio de oportunidad que dé solución definitiva al mismo, optan por 
archivarlo, generando más congestión al sistema dada la existencia de un 
proceso que no llegaría a ningún lado pero que de igual manera es contado 
como tal.  
 
En noticia publicada por el diario el tiempo, titulada Balance al sistema penal 
acusatorio: 70% de procesos fueron archivados, de fecha del 15 de octubre 
del año 2015, resalta esta problemática, indicando lo siguiente:  
 
“Un detallado balance elaborado por la Corporación Excelencia en la Justicia 
y la agencia de Estados Unidos Usad, que será presentado este lunes, 
advierte que el sistema aún presenta un nivel de acumulación de procesos 
que se traduce en una aguda congestión. En promedio, cita el informe, la 
demanda en justicia es de 1'100.000 noticias criminales cada año. A esto se 
suma que el sistema tiene una acumulación de 1'507.144 hechos delictivos 
sin resolver. Así, el número de casos por atender se eleva a unos 2'600.000. 
En cuanto a la efectividad de la justicia, señala que de los casos que son 
puestos en conocimiento de los jueces, solo un 5 por ciento termina en fallo. 
En el 2014, buena parte fueron condenatorios: 38.810, frente a 6.113 
sentencias con sentido absolutorio. La mayoría de los procesos tiene que ver 
con delitos considerados de menor Lesividad, como hurtos simples, lesiones 
personales, tráfico de estupefacientes y violencia intrafamiliar, que no 
requieren mayor esfuerzo investigativo dado que en 9 de cada 10 casos los 
responsables son capturados en flagrancia” (Diario El tiempo, 2015) 
 
Es importante destacar que la mayoría de los delitos sometidos al 
conocimiento del ente acusador que generan o aportan a la congestión del 
sistema penal oral acusatorio, son delitos de pequeña envergadura, los 
cuales pueden ser resueltos de forma previa mediante el principio de 










2.3 INAPLICABILIDAD DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN EL 
SISTEMA PENAL ORAL ACUSATORIO 
 
Se puede fácilmente establecer, que el colapso del sistema penal oral 
acusatorio, tiene diversas causales, que van desde la carencia de inversión 
institucional en el mismo, la desorganización del mismo y a esto se suma la 
inaplicabilidad del principio de oportunidad, que fue diseñado para 
descongestionar la justicia y racionalizar el ejercicio de la acción penal, en 
texto publicado por la autora Claudia Jimena sanases, titulado El principio de 
oportunidad inaplicado o inaplicable se expone una investigación que da 
evidencia de la inaplicabilidad de este principio, indicando lo siguiente:  
 
“Esta información debidamente analizada permite establecer que no se 
aplica el principio de oportunidad. Pese a que procede en muchos casos, y 
es por ello que de 9.508 audiencias de principio de oportunidad que se han 
radicado ante los centros de servicios judiciales del sistema penal acusatorio, 
desde el año enero de 2005 al mes de agosto de 2015, no llegan al 1% de 
las adelantadas ante los estrados constitucionales, no porque no procedan, 
sino porque los operadores judiciales no manejan los conceptos de que dan 
fundamento a esta herramienta desde la dogmática penal” (SANASES, 2014) 
 
Siempre se ha establecido que contrario a lo que sucede en estados unidos 
de américa, la figura ejercida por el juez en el ejercicio del control judicial 
sobre la celebración de un principio de oportunidad, representa un obstáculo 
que genera la inaplicabilidad del mismo, en el sentido que impone requisitos 
engorrosos sometidos a la objetividad que en la kuna del sistema penal 
acusatorio moderno no existen dada que esta es una facultad del impulsador 









2.4. INAPLICABILIDAD DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD POR PARTE 
DE LOS FISCALES QUE CONFORMAN LA FISCALÍA GENERAL DE LA 
NACIÓN SECCIONAL BARRANQUILLA. 
 
Barranquilla es una de las ciudades más importantes de Colombia, haciendo 
parte de la región caribe y localizada en la costa norte colombiana, 
ostentando el rango del distrito y capital de dicha región, ha realizado aporte 
significativos a la cultura, industria y tributos a nivel nacional, sin embargo al 
ser una capital no solo de su departamento, sino de igual manera de la 
región a la que hace parte, su crecimiento demográfico ha sido amplio por tal 
razón el volumen de casos sometidos a la justicia en materia penal es 
significativo, en total se puede entender que la ciudad o distrito tiene un 
numero de  1 897 989 habitantes, por esta razón dada la gran tasa migratoria 
y de natalidad de la citada ciudad es importante que posea un sistema 
judicial fuerte y posicionado para hacer frente a la cantidad de conflictos que 
surgen producto de la congestionada convivencia ciudadana del citado 
distrito.  
 
La presente imagen estrada de datos consultados en la digresión nacional de 
fiscalías, dan fe de que la demografía de la ciudad es un factor determinante 
en el aumento o incremento de la tasa delictiva, mostrando una gran 
afluencia de delitos en la ciudad comparable con otras ciudades de igual o 
mayor volumen demográfico de la siguiente manera:  
 
 
Tabla 1: volumen de delitos de la fiscalía general de la nación seccional 
barranquilla  
 
Por esta razón es importante que el ente acusador en esta jurisdicción, se 
encuentre fortalecido y diligente para hacer frente a la enorme tasa de 
criminalidad en el interior de la ciudad, la fiscalía general de la nación 
seccional barranquilla está compuesta por una serie de unidades destinadas 
para racionalizar el tratamiento a los delitos que surgen del mismo.  
 
Es importante establecer que al igual que a nivel nacional, la presente 
sesionar tiene un severo problema de congestión judicial y administrativa en 
el sentido que ha sido víctima de una acumulación excesiva de casos 
judiciales que debido a diversas razones no han podido ser evacuados 
generándose caducidad de la acción penal lo cual genera como resultado 
inevitable la impunidad e imposibilidad de completar el objeto de la 
persecución penal.  
 
A tal efecto producto de las investigaciones realizadas por el presente trabajo 
se logró establecer por medio de oficio 090 del 14 de marso del año 2016, 
expedido por la sesionar barranquilla de la fiscalía general de la nación, que 
desde el momento de la implementación del sistema penal oral acusatorio en 
la ciudad que data desde el año 2008, han sido celebrados producto de 
acuerdos entre el ente acusador y la defensa un total de 46 principios de 
oportunidad en la citada seccional.  
 
La anterior es una cifra preocupante puesto demuestra la inutilidad e 
inaplicabilidad de la citada figura demostrando que el citado número es un 
digito irracional en el sentido que no es proporcional ni al tiempo, ni al 
número de unidades, ni al número de proceso sometidos a conocimiento de 
la citada seccional, demostrando que el citado concepto ha caído en un 
estado de inaplicabilidad que explica por qué se ha generado una congestión 
judicial en materia penal imputable al ente acusador en la ciudad.  
 
A tal efecto los realizadores del presente trabajo se pusieron como finalidad 
para completar los objetivos plasmados en el mismo de establecer mediante 
un estudio cuantitativo las razones y circunstancias que rodean la 
inaplicabilidad del principio de oportunidad en la ciudad, estableciendo las 




2.5. APLICABILIDAD DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD EN LA CIUDAD 
DE BARRANQUILLA.  
 
El presente estudio se propuso como finalidad mediante un trazado de 
variables establecer el rango de cognitivismo y aplicabilidad de los principios 
de oportunidad en una muestra de 14 personas vinculadas laboralmente 
como funcionarios del ente acusador en la citada seccional de barranquilla 
de la fiscalía general de la nación, siendo los aspectos a evaluar los 
siguientes 
 
 Conocimiento del principio de oportunidad.  
 Conocimiento de finalidades del principio de oportunidad 
 Establecimiento de ventajas del principio de oportunidad.  
 Aplicación adecuada del principio de oportunidad  









El presente grafico que tiene como finalidad establecer el conocimiento de la 
muestra respecto de los contenidos conceptuales del principio de 
oportunidad, demuestra que en la citada seccional existe por parte del 
personal que labora en la misma y que componen la muestra elegida un 
amplio conocimiento respecto del concepto, elementos, requisitos y demás 
contenidos que enriquecen el concepto jurídico de principio de oportunidad 
de lo anterior demuestra que la muestra está plenamente documentada y 
asesorada para la aplicabilidad del mitad concepto, lo cual establecer que el 
elemento cognitivo respecto del concepto objeto de estudio del presente 
trabajo no es un factor determinante para explicar, excusar o establecer la 















CONOCIMIENTO DE FINALIDADES PERSEGUIDAS POR MEDIO DEL 
PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD.  
La siguiente variable se propone establecer si la muestra reconoce cuales 
son las finalidades que persigue el instituto jurídico de principio de 
oportunidad, arrojando los siguientes resultados.  
 
 
Los resultados arrojados por la presente variable confirman la tendencia 
establecida por la anterior, en el entendido que demuestran que la muestra 
tiene un pleno y amplio conocimiento respecto de las finalidades perseguidas 
por este instituto jurídico, demostrando que el conocimiento de los 
funcionarios respecto del principio de oportunidad, no es un factor 
determinante para excusar la inaplicabilidad que ha tenido este mandato 














RECONOCIMIENTO DE VENTAJAS ESTABLECIDAS POR EL PRINCIPIO 
DE OPORTUNIDAD.  
La presente variable procura establecer si existe un reconocimiento de las 
ventajas de aplicabilidad del principio de oportunidad, arrojando lo siguiente 
 
  
En lo respectivo a la opinión de la muestra podemos establecer que el 
concepto personal de la misma esta concordado con el conocimiento que 
poseen respecto a este instituto, demostrando que la mayoría de la muestra 
representada en un implacable 100 por ciento reconoce que el principio de 
oportunidad impone ventajas al sistema penal oral acusatorio.  
APLICACIÓN ADECUADA DEL PRINCIPIO DE OPORTUNIDAD.  
La siguiente variable de igual manera evalúa la opinión de la muestra 




Los resultados arrojados por la presente variable rompen y se distancian de 
la tendencia establecida demostrando una incoherencia en el sentido que 
plasman que no existe concordancia respecto del conocimiento y opiniones 
de la muestra y la realidad mostrada en lo que respecta al principio de 
oportunidad, mostrando un preocupante 90 por ciento que establece que no 
hay una aplicabilidad correcta del principio de oportunidad. 
CAUSALES QUE IMPIDEN UNA APLICABILIDAD DEL PRINCIPIO DE 
OPORTUNIDAD  
La presente variable amplia el rango de evaluación de la muestra, 
estableciendo un numero de causales genéricas que podrían aportar a la 





Es importante establecer que la mayoría de la muestra reconoce que la 
inaplicabilidad del principio de oportunidad en la seccional de barranquilla de 
la fiscalía general de la nación, es producto de un obstáculo engorroso 
representado en el control judicial, en el sentido que muchas ocasiones el 
juez de la república no aprueba el contenido del acuerdo, generando la 
invalides del mismo.  
 
Es importante establecer que el control judicial al principio de oportunidad fue 
impuesto por la normatividad como forma de establecer una objetividad en  el 
momento de avalar la admisibilidad de un acuerdo entre el ente acusador y la 
defensa, generando una relación simbiótica entre ambas partes que tiene 
origen o está inspirado en los mecanismos alternativos de solución de 
conflicto, equilibrio Nash o teoría de juegos cooperativos doctrinas que han 
sido importante en el derecho para reducir el litigio del mismo implementando 
acuerdos beneficiosos para ambas partes.  
 
Otra de las finalidades perseguidas por el control judicial aplicable al principio 
de oportunidad es la reducción de la corrupción en el ente acusador, en el 
entendido que el acuerdo establecido entre las partes, no puede en ningún 
momento desprestigiar la finalidad perseguida por este ente, a tal efecto 
conexo a los obstáculos judiciales respecto a la celebración de principios de 
oportunidad se suma de igual manera el carácter extremadamente rogado 
del mismo, en el entendido que solamente las circunstancias que se adapten 
a requisitos severos establecidos por la ley son merecedoras del principio de 
oportunidad.  
 
Respecto al control judicial del principio de oportunidad la jurisprudencia 
nacional, se ha pronunciado numerosas ocasiones para analizar y 
conceptualizar estos contenidos normativos, en providencia de radicado  C-
984 del año 2005, la honorable corte constitucional colombiana, establece 
que todas las decisiones que tengan efectos jurídicos sobre el procesado 
deben de ser sometidas a consideración del juez de la república indicando lo 
siguiente:  
 
“Una formulación coherente con la estructura de un proceso penal de 
tendencia acusatoria, como el que configura la Ley 906 de 2004, exige que 
las discusiones relacionadas con la afectación  de los derechos 
fundamentales del imputado, se resuelvan en el ámbito jurisdiccional. La 
salvaguarda de los derechos fundamentales del investigado es función 
prioritaria adscrita al juez de control de garantías. Así, toda actuación que 
involucre afectación  de derechos fundamentales demanda para su 
convalidación el sometimiento a una valoración judicial, con miras a 
garantizar el necesario equilibrio que debe existir entre la eficacia y la 
funcionalidad de la administración de la justicia penal y los derechos 
fundamentales del investigado” (corte constitucional, 2005)  a tal feto una de 
las tesis planteadas por la jurisprudencia es que es necesario que el juez 
examine el contenido del principio de oportunidad en el sentido que esta 
decisión aun siendo negociada por las partes, en ningún momento debe de 
lastimar al procesado.  
 
De igual manera en sentencia de radicado C - 095 del año 2007 expedida 
por la misma corporación establecen la finalidad perseguida por el control 
judicial y los elementos que inspiran el principio de oportunidad exponiendo 
lo siguiente  
 
“Un examen atento de los antecedentes legislativos del nuevo C.P.P., en 
materia de principio de oportunidad, evidencia que partiendo del texto del 
Acto Legislativo 03 de 2002, fue la voluntad del legislador (i) diseñar un 
modelo acusatorio propio con aplicación del principio de oportunidad reglado; 
(ii) antes que ser concebido como un simple mecanismo de descongestión 
de la justicia penal, se buscó con aquél racionalizar la ejecución de la política 
criminal del Estado; (iii) se establecieron diversos límites normativos y 
controles materiales judiciales concretos y efectivos al ejercicio de dicho 
principio, en el sentido de que no quedase su aplicación al completo arbitrio 
de la Fiscalía General de la Nación; (iv) fue la voluntad del Congreso de la 
República que el principio de oportunidad se aplicase no solo para los delitos 
“bagatela” sino que también se constituyera en un instrumento para combatir 
el crimen organizado; y (v) las víctimas fuesen tenidas en cuenta al momento 
de adoptar una decisión en la materia.  En tal sentido, estimo que el 
legislador debe establecer de manera clara y precisa, cada una de las 
causales de procedencia del principio de oportunidad, de tal suerte que dicha 
facultad discrecional, en cabeza de la Fiscalía General de la Nación y 
sometida a control judicial por parte del juez de control de garantías, no se 
convierta en una posibilidad de aplicación arbitraria” (corte constitucional, 
2007) 
 
A tal efecto se logra establecer que la aplicación del principio de oportunidad 
es en realidad un cometido engorroso, en el sentido que muchos elementos 
se deben de conjugar armoniosamente para una configuración exitosa del 
mismo, siendo el primero el encuadramiento del anterior en una causal 
establecida por el legislativo, seguido de la discrecionalidad por parte del 
ente acusador en la celebración del mismo finalizando por el control judicial a 
tal efecto ante una conjugación positiva de estos elementos se puede lograr 
una aplicación correcta del principio de oportunidad, de esta manera se 
explica porque se considera un instrumento engorroso y de poco auge en la 















Uno de los grandísimos problemas y defectos de la justicia, es la 
imposibilidad de esta, de asimilar, comprender y  resolver la totalidad de los 
conflictos jurídicos que acuden a ella, aspirar a esta loable facultad es una 
grandísima utopía, y es prácticamente imposible que el aparato judicial logre 
atender la totalidad de las solicitudes ciudadanas que acuden a esta como 
mediadora de los problemas jurídicos diarios de los ciudadanos, por esta 
razón fue necesario extraer de las ciencias económicas mecanismos alternos 
que apunten a una solución mucho más fluida, rápida y participativa de los 
procesos penales.  
 
El derecho penal no es ajeno a esta imposibilidad judicial de solucionar 
pragmas conflictivos, por tal razón las causales que dan pie a una 
terminación anticipada del proceso penal, se han convertido en una 
necesidad, persiguiendo diversos fines dentro de los cuales se destacan la 
examinación madura de la necesidad de la acción penal y los actos de 
persecución necesarios para la administración de justicia en materia penal, el 
auge de la justicia restaurativa, la colaboración del procesado con la 
definición de su situación jurídica, la judicialización de terceros y la evitación 
de comisión de delitos futuros a propia mano o en manos de asociados y la 
necesaria descongestión del aparato judicial. 
 
La esencia del sistema penal oral acusatorio puro, de origen anglosajón es 
limitar mediante filtros rigurosos  las causas probables, que deben de ser 
debatidas en instancias judiciales, evitando que se sobre cargue el sistema 
de procesos que pueden ser resueltas pre procesalmente y 
extrajudicialmente, aportando a la economía procesal y haciendo mucho más 
participativa la  colaboración del procesado en la solución del pragma 
conflictivo que lo enfrenta al ius puniendi estatal.  
 
Con la llegada del sistema penal oral acusatorio en Colombia mediante la 
promulgación del actor legislativo 002 del año 1993, el cual fue reglamentado 
mediante la expedición de la ley 906 del año 2004, que impuso un nuevo 
sistema procesal penal en el ordenamiento jurídico procesal colombiano, el 
paradigma de la persecución penal cambio.  
 
A tal efecto se creó la figura del principio de oportunidad, con la finalidad, de 
evaluar la procedencia de la acción penal, dándole al ente acusador es decir 
la Fiscalía General de la Nación, la facultad de suspender, detener y 
renunciar a los roles que constitucional y legalmente le son impuestos por 
fines de política criminal, examinando la posibilidad de una terminación 
anormal y prematura del proceso o de brindar un tratamiento mucho más 
garantista y menos crudo al procesado, cuando se configuren las cáusales 
específicamente rogadas por la legislación procesal penal para tal fin.  
 
Con base en esto se puede establecer que el principio de oportunidad es un 
elemento importante del sistema penal oral acusatorio que tiene como 
finalidad racionalizar y darle lógica al ejercicio de la pasión penal, sirviendo 
como filtro para establecer que procesos pueden ser considerados con causa 
probable suficiente para ser examinados en sede judicial y cuales por 
diversas razones deben de resolverse previamente.  
 
En el ordenamiento jurídico colombiano la aplicabilidad del principio de 
oportunidad que tiene como finalidad entre otros elementos humanizar la 
sentencia condenatoria y disminuir la congestión judicial, no está siendo 
completada a cabalidad, siendo necesario examinar por qué no está 
cumpliendo los fines para los cuales fue instituido, es importante destacar 
que la aplicabilidad de un principio de oportunidad es engorrosa en el sentido 
que debe superar un adeudamiento legislativo mediante un extremadamente 
rogado principio de legalidad, una discreción del ente acusador y un control 
judicial objetivo, a tal efecto son demasiados los requisitos que debe de 
superar una causa para ser resuelta por medio de la configuración de un 
principio de oportunidad.  
 
El estudio cuantitativo estableció que la mayoría de la muestra posee un 
conocimiento amplio respecto de la conceptualización, finalidades y ventajas 
del principio de oportunidad, pero al mismo tiempo establece que las 
principales causales que impiden una materialización más fluida de este 
instituto son el control judicial que representa un obstáculo engorroso 
respecto a la materialización del mismo y falta de voluntad del ente acusador, 
por esta razón es necesario examinar cómo se puede solucionar esta 
problemática. 
 
A tal efecto se logra establecer que parte de la congestión judicial tanto en 
los despachos judiciales como en los escritorios de los fiscales que 
componen las unidades que confirman la seccional de la fiscalía general de 
la nación situada en barranquilla, se debe a una inaplicabilidad del principio 
de oportunidad, el presente trabajo demostró que la aplicabilidad del principio 
de oportunidad en  la citada jurisdicción es pírrica, mínima, insignificante y no 
hace merito a los fines para los cuales fue instituido como una herramienta 
de racionalización de la justicia.  
 
Se logra establecer por medio del presente trabajo de muchos de los 
funcionarios del ente acusador en la presente ciudad no han cambiado o 
modificado el hip en lo que respecta a la cultura litigiosa como fundamento 
de los enfrentamientos jurídicos, doctrina actualmente derogada por su 
inutilidad y reemplazada en la modernidad por mecanismos alternativos de 
solución de conflictos doctrina de la cual se inspira y desprende el principio 
de oportunidad.  
 
Es importante establecer que el estudio cuantitativo realizador en el presente 
trabajo determina que a pesar de que existe un pleno y amplio conocimiento 
respecto de la conceptualización, finalidades y objetivos del principio de 
oportunidad, este aspecto cognitivo de la muestra no es coherente con la 
aplicabilidad epistemológica del mismo, puesto diversos aspectos dentro de 
los cuales resaltan la amplia tipicidad del mismo, el control judicial y 
obstáculos engorrosos al interior de la política criminal diseñada por el ente 
acusador impiden que exista en realidad una materialización de este 
cometido, generando una inutilidad del mismo que genera entre otro 
aspectos congestión judicial, congestión penitenciaria  y una política criminal 
agresiva, irracional y regalada.    
 
Es importante establecer que la facultad otorgada por medio de la ley al ente 
acusador para el diseño de la política criminal del estado debe de ser un 
instrumento que permita conservar la autonomía de este ente en el ejercicio 
de sus funciones, sin embargo esta facultad ha sido usada erróneamente 
debido al carácter agresivo de los funcionarios de esta entidad que no se han 
permitido experimentar con un modelo de persecución penal alternativo, 
menos agresivo y mas coherente con el espiritu conciliador jurídico de la 
contemporaneidad.  
 
Es necesario establecer como lo expone Eugenio Raúl Zaffaroni, que es 
imposible establecer un modelo de persecución penal que satisfaga la 
totalidad de las necesidades criminales de una sociedad, por esta razón es 
necesario que la política criminal y los encargados de impulsar la misma 
actúen de forma racionalmente selectiva, de manera que solamente las 
causas que ameriten un desgaste judicial sean tratadas en los despachos 
judiciales y llevadas a juicio cuando sea demostrada la necesidad del mismo, 
mientras que causas mas menguadas sean solucionadas de forma 
prejudicial con una participación activa, simbiótica y dialéctica de las partes, y 
es necesario que este planteamiento o postulado sea impregnado en la 
justicia moderna para de esta manera evitar que los despachos se llenen de 














Primera: es necesario eliminar los obstáculos legislativos que impiden una 
aplicación más fluida del principio de oportunidad, especialmente el control 
judicial en el entendido que en el sistema penal oral acusatorio puro de 
origen anglosajón, el principio de oportunidad es una facultad del ente 
acusador al ser este la cabeza de la persecución penal, por esta razón el 
juez representa en realidad un obstáculo para la celebración de este 
cometido.  
 
Segunda: De igual manera existen obstáculos internos del ente acusador 
representados en protocolos internos de la fiscalía general de la nación, que 
impiden que los fiscales apliquen de forma adecuada el principio, lo anterior 
tiene soporte legislativo puesto al ser el ente acusador quien está detrás la 
política criminal del estado debe de establecer los parámetros para la 
aplicabilidad y procedencia de este instituto, sin embargo la muestra extra 
oficialmente indicó que estos obstáculos son severos y lesionan la fluidez del 
ente acusador para impulsar este principio.  
 
Tercera: finalmente se recomienda que la aplicación del principio de 
oportunidad no se encuentre tan sebera mente rogada en el ordenamiento 
jurídico colombiano.  
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